ALCOHOLEMIA Y SU RELACION CON LA SINIESTRALIDAD EN EL AUTOMOVIL: DOCTRINA CONSTITUCIONAL.-
Dentro del Título XVII “ de los delitos contra la seguridad colectiva “, del Libro II del Código Penal, se regula en su Capítulo IV “ de los delitos contra la seguridad del tráfico “, la conducta de aquella persona que condujere a un vehículo de motor bajo la influencia, entre otras, de bebidas alcohólicas.

En efecto, establece el artículo 379 del Código Penal sanción y reproche para aquel que condujere un vehículo de motor o ciclomotor bajo la influencia de drogas tóxicas, estupefacientes, sustancias psicotrópicas o de bebidas alcohólicas. 
Por su parte, la Ley Orgánica 10/95 de 23 de noviembre, introdujo la novedosa dicción del tipo del artículo 380 del Código Penal, en virtud del cual, el conductor que, requerido por agente de la autoridad, se negare a someterse a las pruebas legalmente establecidas para la comprobación de los hechos – la ingesta – será castigado como autor de un delito de desobediencia grave.

Sentado pues así el objeto de debate, se tratará, sucintamente en este breve artículo, de analizar si el conductor que supera la ingesta alcohólica permitida administrativamente, comete el delito tipificado anteriormente descrito, o si por contra, para colmar las exigencias legales mínimas del tipo, se requiere un plus, de suerte tal que el citado precepto no opere de forma automática, extendiéndose de este modo la respuesta del Derecho Penal a supuestos que deben ser solventados extra muros del mismo.
Esto es, la aplicación del artículo 379 del Código Penal requiere un plus objetivo y probado cual es el que tal la alcoholemia ejerza una influencia negativa en la conducción (SSTS 2/4/90 y 22/1/91 entre otras y SSTC 148/85, 145/87, 22/88 y 5/89 ), toda vez que afirmar que todo conductor con un determinado grado de hemo concentración alcohólica, es autor de un delito, significa eliminar la razón de ser del proceso, pues en tal caso, para imponer penas, no sería necesario un proceso judicial, bastaría un alcoholómetro y una computadora. (STC de 30-10-85 recurso de amparo 647/83 marginal RTC 1985\148).

Todos, y decimos desgraciadamente todos, vemos y padecemos la alarma social que provoca el número de muertos cualquier puente, cualquier fin de semana, cualquier período de estío, o incluso diariamente, por causa directa de la ingesta alcohólica como resultado causal de la siniestralidad en la conducción de un vehículo de motor. Una cifra alarmante desde el punto de vista social, que alcanza y supera los trece fallecimientos diarios (sic) en nuestro país, heridos con gravísimas secuelas aparte, conforme las estadísticas más benignas sobre el particular. Parecería se asume socialmente lo anterior sin ningún rubor. Ninguna sociedad moderna de los países de nuestro entorno, permitiría que otro tipo de actividad generase tales cifras de muertes y heridos tan alarmantes sin una respuesta contundente, por demagógica que fueren las medidas a adoptar.
Así las cosas, nos parece fundamental traer a colación, por su indudable interés y actualidad, y de plena aplicación al caso que comentamos, las enseñanzas del Tribunal Constitucional, que como máxime intérprete y guardián de la norma suprema de convivencia de la que todos nos hemos dotado, enmienda la plana a fallos condenatorios confirmados por las Audiencias Provinciales en supuestos de conducción de vehículos de motor bajo la influencia de bebidas alcohólicas, toda vez que se aduce al respecto, que ambas Sentencias – las condenatorias del Juzgado de lo Penal y su confirmación por la Audiencia Provincial respectivamente - se apoyan exclusivamente en el resultado de la prueba alcoholimétrica para estimar cometido el delito, al entender que el simple hecho de superar la tasa de alcohol por litro de aire espirado es prueba suficiente para considerar al conductor seriamente afectado para la conducción, y en concreto, el Tribunal Constitucional, en su sentencia de 19 abril de 2004, anula los fallos condenatorios del Juzgado de lo Penal primero, y de la Audiencia Provincial después.
Efectivamente, frente al razonamiento condenatorio, se alza una reiterada doctrina del Tribunal Constitucional, conforme a la cual los elementos que integran el tipo del delito contra la seguridad del tráfico del artículo 379 CP   son dos: la conducción del turismo bajo un relevante grado de impregnación alcohólica, y que tal estado influya decisiva y desfavorablemente en las facultades físico-psíquicas del conductor con una intensidad tal que su conducción ponga en peligro o riesgo la seguridad del tráfico rodado  SSTC 145/1985 [ RTC 1985\145] ;145/1987 [ RTC 1987\145] , extremo éste, el segundo, que debe ser probado por la acusación y no darse sin más por supuesto.

Cabe citar al respecto el Manual Diagnóstico y Estadística de Trastornos Mentales de la Sociedad Norteamericana de Psiquiatría, conocido como DSM-IV, donde se señalan como criterios de diagnóstico de intoxicación por el alcohol los siguientes: lenguaje farfullante (1), incoordinación (2), marcha inestable (3), nistagmo (4), deterioro de la atención o de la memoria (5) y estupor o estado de coma (6), pero sin tomar como criterios de diagnóstico el olor a alcohol o los ojos enrojecidos, brillantes o lacrimosos. 

Conclusión: el resultado del test de alcoholemia no puede ser la única prueba de cargo del delito contra la seguridad del tráfico del artículo 379 CP por las siguientes razones: 1) porque la descripción típica exige que se acredite mediante prueba aportada al juicio que la conducción se realizó bajo la influencia de bebidas alcohólicas; 2) porque si el legislador hubiera pretendido que la simple superación de una determinada tasa de alcohol fuera constitutiva del delito del artículo 379 CP así lo habría tipificado expresamente, diferenciándose entonces sin problemas de la infracción administrativa; 3) porque así lo exige la doctrina constitucional ( SSTC 148/1985 [ RTC 1985\148] ; 22/1988 [ RTC 1988\22] ; 24/1992 [ RTC 1992\24] ;252/1994 [ RTC 1994\252] ; 111/1999 [ RTC 1999\111] ); 4) porque basar exclusivamente la condena en el resultado de la prueba de alcoholemia vulnera el derecho a la presunción de inocencia y el derecho a la defensa (STC 111/1999); y, en fin, 5) porque así interpretan el tipo penal tanto el Tribunal Constitucional como el Tribunal Supremo, que expresamente exigen prueba indubitada de que la ingesta de alcohol haya influido en la conducción provocando un riesgo en algún bien jurídico (STC 111/1999; STS de 22 de febrero de 1989).
Así pues, a la vista de las posiciones expuestas, la única la cuestión que se plantea por tanto consiste como decimos en determinar si ha existido o no actividad probatoria de cargo suficiente para entender enervada la presunción de inocencia del recurrente en amparo respecto a uno de los elementos integrantes del tipo penal del artículo 379 CP, por el que ha sido condenado, cual es, la influencia de la ingesta de alcohol en sus facultades psicofísicas para la conducción del vehículo de motor. 

Pues bien, respecto al delito de conducción de vehículos a motor bajo el efecto de bebidas alcohólicas este Tribunal – el Constitucional - tiene declarado – sentencia de 19 de abril de 2004 que comentamos -, en relación con el artículo 340 bis a) 1 del anterior CP/1973, doctrina que ha reproducido en relación con el artículo 379 del vigente CP, dada la identidad de la figura delictiva de uno y otro precepto, que se trata de un tipo autónomo de los delitos contra la seguridad del tráfico, que, con independencia de los resultados lesivos, sanciona, entre otros supuestos, la conducción   de un vehículo de motor bajo la influencia de bebidas alcohólicas, y que requiere, no sólo la presencia de una determinada concentración alcohólica, sino que además esta circunstancia influya o se proyecte en la conducción, pues para la realización de la infracción administrativa y la imposición de la correspondiente sanción basta con acreditar mediante la prueba de alcoholemia que la ingestión de alcohol supera la tasa fijada de forma reglamentaria.
Por el contrario el delito del artículo 379 CP no constituye una infracción meramente formal, pues para imponer la pena no basta con comprobar a través de la pertinente prueba de alcoholemia que el conductor ha ingerido alcohol o alguna otra de las sustancias mencionadas en el mismo, sino que es necesario que se acredite que dicha ingestión ha afectado a la capacidad psicofísica del conductor y, como consecuencia de ello, a la seguridad en el tráfico, que es el bien protegido por dicho delito.

                                                                             Madrid, 31 de mayo de 2.005.-

Roberto Fernández Blanco.- Abogado
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